29 de Mayo de 2007.

Dip. Presidente: Juan Carlos Ayup Guerrero.

Primera lectura de dictámenes relativos a reformas constitucionales:

A.- Dictamen presentado por la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de decreto para reformar los Artículos 135 y 136 sobre “El periodo constitucional y número de Magistrados integrantes del Poder Judicial del Estado de Coahuila”, planteada por los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles” del Partido de la Revolución Democrática; los Diputados Integrantes del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza” del Partido Unidad Democrática de Coahuila; y Diputado Virgilio Maltos Long del Partido del Trabajo y Diputado José Refugio Sandoval Rodriguez del Partido Verde Ecologista de México. 

B.- Dictamen presentado por la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de decreto que reforma el Artículo 196 Fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante la cual se elimina el requisito consistente en que las iniciativas de reforma a la constitución local, sean suscritas cuando menos por tres diputados, planteada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática de Coahuila.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de decreto para reformar el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Código Financiero para los Municipios de Coahuila y Ley General del Catastro y la Información Territorial para el Estado de Coahuila, “Para que los municipios presenten a mas tardar el 31 de octubre de cada año su Ley de Ingresos y Tabla de Valores Catastratales”, planteada por los Diputados Raúl Xavier González Valdés, José Luis Moreno Aguirre, Jesús María Montemayor Garza, Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Julián Montoya de la Fuente, Luis Gurza Jaidar, César Flores Sosa, Lorenzo Dávila Hernández y Jorge Alberto Guajardo Garza.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público, un área municipal ubicada en el km 9.5 de la carretera federal no. 2 a ciudad Acuña, Coahuila, con el fin de donarlo a favor del organismo denominado “Deportivo Unión Piedras Negras, S. A. de C. V.”, mismo que se destinará únicamente a la construcción de un estadio de futbol soccer profesional.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Villa Unión, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno propiedad municipal que constituyen los asentamientos humanos irregulares denominados “Sector Oriente”, a favor de los actuales poseedores.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a un oficio del Presidente Municipal de Villa Unión, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble que constituye el asentamiento humano irregular denominado “Colonia del Norte” de ese municipio, a favor de sus actuales poseedores.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, para que se le autorice a desincorporar del dominio público un predio ubicado en el lote 17, de la manzana 1 de la colonia Torreón Residencial, de ese municipio, con el objeto de permutarlo a favor del C. Roberto Ramírez Mijares, para compensar área de construcción de la vialidad Av. Coladero, hoy calzada José Vasconcelos en el Fraccionamiento Ex-Hacienda los Angeles. 

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Planeación y Desarrollo, relativo a una proposición con punto de acuerdo  sobre “Exhorto a la Secretaría de Economía para que expida normas oficiales para regular a las empresas prestadoras de dinero”, planteada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza” del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

G.- Dictamen presentado por la Comisión del Agua, relativo a una proposición con punto de acuerdo  sobre “Incentivos para la regularización de la explotación y uso de aguas nacionales”, planteada por los Diputados Antonio Juan Marcos Villarreal, Jorge Antonio Abdala Serna, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jesús María Montemayor Garza, José Luis Moreno Aguirre y Raúl Xavier González Valdés, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

H.- Dictamen presentado por la Comisión del Agua, relativo a una proposición con punto de acuerdo  sobre “Investigación y evaluación del mecanismo de monitoreo de calidad de los efluentes industriales”, planteada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional.

I.- Dictamen presentado por la Comisión del Salud, relativo a una proposición con punto de acuerdo  sobre “Exhorto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a fin de que promueva reformas de ley que permitan brindar gratuitamente servicios de salud de calidad, a todas las personas mayores de 50 años que se encuentren desempleadas y que no puedan acceder a estos servicios”, planteada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.
J.- Dictamen presentado por la Comisión del Salud, relativo a una proposición con punto de acuerdo  sobre “Exhorto al Secretario de Salud del Gobierno del Estado, para que se impulse una campaña de circuncisión de recién nacidos, en los hospitales situados en el estado, a fin de prevenir la difusión del síndrome de inmunodeficiencia adquirido” planteada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar los artículos 135 y 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C.C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el C. Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo y el C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 de abril del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para reformar los artículos 135 y 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C.C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el C. Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo y el C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa para reformar los artículos 135 y 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C.C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el C. Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo y el C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México, se basa en las consideraciones siguientes:

El espíritu de nuestra Constitución General es alcanzar la homologación de determinadas disposiciones en los diferentes niveles de gobierno, sin que esto signifique invadir su ámbito de competencia. Así encontramos en el tema que nos ocupa, que en el artículo 116 fracción III  se establece la obligación de que las constituciones estatales y las leyes orgánicas respectivas garanticen la independencia de magistrados y jueces, resaltando además la importancia de las condiciones de su formación y permanencia.

En este mismo sentido, dispone que los integrantes de los poderes judiciales de las entidades federativas deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a V del artículo 95 constitucional, como un criterio para homologar los requisitos de ingreso a la función, equiparando los necesarios para ser Ministro de la Suprema Corte a aquéllos para ser Magistrados del Poder Judicial en el Estado.

Ahora bien, por lo que hace a la duración de los periodos constitucionales, aunque el propio artículo 116 en la fracción citada establece que los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el tiempo que señalen las Constituciones Locales, omite señalar un periodo mínimo o máximo determinado; con ello se determina la libertad absoluta para que las legislaturas locales determinen la duración del cargo.

Encontramos como único parámetro y punto de referencia, el periodo establecido en nuestra Carta Magna, que por analogía se puede tomar en consideración, que es de quince años previsto para los Ministros de la SCJN
; diez años para los Ministros del Tribunal Electoral y seis años prorrogables por nueve años más para los Ministros del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, que de ser adoptado por nuestra legislación local, significaría la continuación hacia la unificación de disposiciones, que tiene como antecedente precisamente la medida acogida par el Constituyente local de homologar a los requisitos de los Magistrados para el ingreso a la función a los que deben cumplir los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Además de lo expuesto, el aumento del período constitucional representa la terminación de la coincidencia entre la duración de los Magistrados en su cargo y los períodos constitucionales del Gobernador, con lo que se pone de manifiesto la firme intención de garantizar la independencia, el buen funcionamiento de los órganos judiciales estatales y consolidar la autonomía en el desempeño de sus funciones.

Si bien es cierto que la renovación periódica de los Poderes es indispensable en un régimen democrático, este debe hacerse encontrando un equilibrio entre los cambios y la necesaria estabilidad, destacando en este caso la amplia permanencia que requieren los órganos que se encargan de la impartición de justicia a fin de desempeñarse son la capacidad, competencia y vocación de servicio que la sociedad demanda.

Por ello, se presenta una propuesta de cambio en los períodos constitucionales para los Magistrados que forman parte del Poder Judicial del Estado, siguiendo el siguiente esquema:

· De quince años para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia,

· De diez años para los Magistrados del Tribunal Electoral;

· De seis años prorrogables por un período de nueve años más, para los magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Unitarios de Distrito, y los Jueces de Primera Instancia a partir de la fecha en que surta efectos su designación o tomen posesión de su cargo.

En otro orden de ideas, dado que la sociedad plantea mayores demandas y expectativas a nuestro sistema jurídico y de impartición de justicia, parte de ahí la necesidad de adecuar nuestra legislación a una realidad actual con la única finalidad de mejorar la organización y el despacho de las actividades y asuntos encomendados al Poder Judicial del Estado, bajo los principios de que sea ágil, pronta, expedita y para evitar posibles rezagos en el trámite de asuntos a su cargo.

Hasta este momento, en nuestro Estado, el aumento de los asuntos a cargo de los Tribunales no ha sido proporcional al aumento de su infraestructura y recursos humanos, lo que ha traído como consecuencia no sólo el rezago en la emisión de resoluciones que al final se ve reflejado en la perdida de prestigio social, confianza y aceptación.

 Uno de los aspectos a considerar en este planteamiento es la tendencia y crecimiento socio- demográfico de nuestro Estado, tal como se muestra en el siguiente gráfico
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Fuente: Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática.

Esta figura además de mostrar la manera dramática a: aumento del número de habitantes en Coahuila en los últimos cien años, hace evidente la contradicción de que al día de hoy mantengamos en la práctica un sistema judicial diseñado para satisfacer las necesidades de la administración de justicia de 1996.

De esta forma, si tomamos en cuenta la relación de número de habitantes por cada magistrado en funciones del Tribunal Superior de Justicia, encontramos que Coa huila se encuentra en desventaja respecto de la media nacional y regional, tal y como se muestra en la siguiente tabla:



	  ENTIDADES 

FEDERATIVAS
	MAGISTRADOS
	   HABITANTES
	    RELACIÓN

        M/H

	Aguascalientes
	7
	1’065,416
	152,202

	Baja California
	13
	3’460,517
	266,193

	Baja California   Sur
	 7
	    512,170
	  73,167

	 Campeche
	 No menor de 10
	     754,730
	   75,473

	 Coahuila
	  7
	   2’495,200
	  356,457

	 Colima
	 No menor de 8
	      567,996
	     70,999

	  Chiapas
	  7
	    4’293,459
	  613,351

	  Chihuahua
	  No menor de 9
	     3’241,444
	  360,160

	   Durango
	  13
	      1’509,117
	    116,085

	  Guerrero
	  13
	      3’115,202
	     239,630

	   Hidalgo
	  7
	      2’345,514
	     335,073

	   Jalisco                     
	  22
	      6’752,113
	     306,914

	   Nuevo León
	  13
	      4’199,292
	     323,022

	   Querétaro
	  Cuando menos 12  
	      1’ 598,139
	     133,178

	   Quintana Roo
	  9
	      1’135,309
	     126,145

	   San Luis Potosí
	  16
	      2’410,414
	     150,650  

	    Sinaloa
	  11
	       2’608442
	     273,131

	    Sonora
	   7
	       2’394,861
	     342,123

	     Tabasco
	  Cuando menos 19
	       1’989,969
	     104,735

	     Tamaulipas
	    9
	        3’024,238
	     336,026

	     Tlaxcala
	   15
	        1’068,207
	       71,213

	     Yucatán
	     6
	        1’818,948
	      303,158

	      Zacatecas
	   13
	        1’367,692
	      105,207


	Media Nacional*                                                                             236,035  


De acuerdo con los datos anteriores, podemos deducir en primer término que Coahuila sobrepasa el número de habitantes por Magistrado indicado por la media nacional por más de 100 mil habitantes por cada Magistrado.

	Coahuila
	356,457 hab/mag

	Media Nacional
	236, 035 hab/mag


Como podemos observar, Coahuila ocupa el cuarto lugar a nivel nacional entre las entidades que sobrepasan en mayor medida la unidad media descrita después de Michoacán, Chiapas y Chihuahua.

Por otro lado encontramos entidades federativas en !as que la relación magistrado ​habitantes resulta opuesta como el caso de Tlaxcala en el que la relación de un magistrado por cada 71 mil 213 habitantes.

De acuerdo con los indicadores que nos brinda este análisis, podemos concluir que es necesario que en el Estado de Coahuila, se aumente el número de Magistrados que integran el Tribunal Superior de Justicia en razón de dos magistrados más por Sala, para alcanzar  una relación de habitantes por magistrado sería, 226 mil 836 habitantes por magistrado,  lo que nos acerca a la media nacional, además de que aumentaríamos la capacidad funcional de nuestro Tribunal a casi un 80%

Para hacer congruente la ampliación del término constitucional de los Magistrados en ejercicio, asimismo al que comprende la Presidencia del Tribunal. se estima igualmente pertinente ampliar el periodo que corresponde a este último para ser de tres a cinco años y hacerlo proporcional y adecuado al ciclo de quince años que propone este decreto. con lo cual se garantiza la continuidad y viabilidad de las políticas y proyectos que se propongan y ejecuten en el campo de la administración de justicia.”

TERCERO.-  Dispone el artículo 141 de la Constitución Política del Estado y su correlativo el 1° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que la justicia se imparte en nombre del pueblo y se administra por el Estado a través de la función jurisdiccional, ejercida por magistrados y jueces integrantes del Poder Judicial, independientes, imparciales, responsables y sometidos únicamente al imperio de la Ley, añadiendo el segundo de los ordenamientos mencionado, que el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, corresponde exclusivamente a los órganos del Poder Judicial en los negocios que les encomienden las leyes, según los procedimientos que las mismas establezcan.

Establecido lo anterior, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial No 99, de fecha 11 de diciembre de 1990, produjo una transformación sustancial en el Poder Judicial, pues por lo que hace al Tribunal Superior de Justicia, las Salas Unitarias, que eran cuatro, se constituyeron como Salas Colegiadas, en número de tres, para atender los asuntos Civiles, Familiares y Penales; cada una de dichas Salas integrada por tres magistrados y el Presidente del Tribunal; así, conforme al artículo 6° de dicha Ley, el Tribunal Superior de Justicia del Estado, quedó integrado por diez magistrados numerarios y seis supernumerarios; sin embargo, por razones presupuestales la Sala Familiar nunca se integró, correspondiendo el conocimiento de los negocios familiares a la Sala Colegiada Civil.

Ante esa realidad, se optó por modificar la ley, como actualmente se encuentra; es decir, el Tribunal Superior de Justicia, funcionando con dos Salas Colegiadas y 7 magistrados.

Ahora bien,  si desde hace diecisiete años se había contemplado la necesidad de fortalecer la administración de justicia, con un Tribunal Superior de Justicia integrado por diez magistrados, con mayor razón ahora se justifica la reforma propuesta, pues es un hecho que el Estado cuenta con mayores índices de población y que desde el punto de vista económico nuestra entidad se ha desarrollado en ese lapso de tiempo, lo que implica la necesidad de modificar la estructura orgánica del Tribunal Superior de Justicia para el efecto de que los Coahuilenses cuenten con una justicia pronta, completa e imparcial, como lo prescribe el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

A mayor abundamiento, como la propia iniciativa lo advierte, la media nacional de habitantes por magistrado, es de 236,035, y nuestra entidad atiende a 356,457 habitantes por magistrado, lo que implica exceder la media nacional por más de 100,000 habitantes; amen de que, como se observa en la gráfica que ilustra la iniciativa, en 1990, en que se contempló la estructura del Tribunal Superior de Justicia con 10 magistrados, la población  era de dos millones de personas y actualmente es de dos millones y medio, por lo que la reforma propuesta se ajusta a la realidad económica, demográfica, política y social de nuestra entidad.

Conforme a la fracción III del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para acceder al cargo de magistrado del Poder Judicial del Estado, se deben satisfacer los mismos requisitos que para ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de ahí que, a fin de homologar  las disposiciones de la Constitución Política local, con la Constitución Federal, se proponga establecer un período de quince años para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; de diez años, para los Magistrados del Tribunal Electoral y de  seis años prorrogables por un período de nueve años más, para los magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Unitarios de Distrito,  a partir de la fecha en que surta efectos su designación o tomen posesión de su cargo; debe entenderse que se mantiene el sistema de inamovilidad judicial sujeto a la ratificación de su cargo;  pues al ratificarlos, por disposición constitucional, serán  inamovibles y sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determine la Constitución Política local y la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios.

Esta Comisión advierte que conforme a los principios rectores del derecho y al principio de concentración procesal, Los actos procesales sometidos a los órganos de la jurisdicción, deberán realizarse sin demora;  y de concentrar en el mismo acto todas las diligencias que sea necesario realizar, cuando se le faculte de manera expresa por la ley , en base a lo anterior se considera conveniente que la nueva Sala Auxiliar del Tribunal Superior de Justicia con residencia en la Ciudad de Torreón Coahuila, su Jurisdicción comprenda además del Distrito Judicial  de Viseca, también  el Distrito Judicial de San Pedro, por que lo anterior contribuye a  que los habitantes de los municipios de San Pedro y Francisco I Madero tengan acceso a una Justicia pronta y expedita en la región, lo que contribuye a una mas y mejor administración de la Justicia en nuestro Estado, por lo que en este sentido se sugiere la reforma al articulo 136.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Resulta pertinente someter a la consideración de esta Soberanía,  la Iniciativa para reformar los artículos 135 y 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por los C.C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; los C. C. Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el C. Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo y el C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México, para quedar como sigue:

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma y adiciona un párrafo al artículo 135 y se reforma el artículo 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Articulo 135.-  ……

El periodo constitucional de los integrantes del Poder Judicial será: 

I. De quince años, para los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia;

II. De diez años, para los Magistrados del Tribunal Electoral;

III. De seis años en el primer ejercicio del encargo para los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito, que se contara a partir de la fecha de su designación. Al  término del citado periodo podrán ser designados nuevamente, por unica vez, por un periodo de nueve años.

Al  vencimiento de los periodos descritos en las fracciones anteriores, los Magistrados tendrán derecho a un haber por retiro en los términos que establezca la ley.

Artículo 136.- La competencia, organización y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia, así como facultades, deberes y responsabilidades de los magistrados, se regirán por esta Constitución y demás leyes. Será Presidente del Tribunal, el magistrado que designe el Pleno, en los términos establecidos por la ley de la materia, y durará en su encargo cinco años y podrá ser reelecto por igual término. Mientras ejerza su función no integrará sala.

El Tribunal Superior de Justicia se compondrá  por catorce Magistrados y funcionará en Pleno o en Salas

Se establecerá una Sala Auxiliar del Tribunal, cuya  jurisdicción comprenderá los Distritos Judiciales de Viseca y San Pedro y tendrá  la competencia que determine la propia ley. Esta Sala Auxiliar se integrará por tres Magistrados numerarios y tres Magistrados supernumerarios. El Presidente de la Sala Auxiliar será integrante del Pleno.

La competencia, procedimientos, organización del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, de los juzgados de Primera Instancia cualquiera que sea su denominación, y de los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes, así como las facultades, deberes y responsabilidades de los servidores públicos judiciales, se regirán por lo dispuesto en las leyes según los principios de esta Constitución.

A-......

I a XII. .......

B.-......

I a V.-.....

C-…..

I a VII.-…..

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Los nombramientos de los actuales Magistrados Numerarios del Tribunal Superior de Justicia, conforme al decreto numero 616, de fecha veintiuno de diciembre de dos mil cinco, se entenderán extendidos por el periodo constitucional que establece esta reforma y comprenderá desde la fecha de la designación conforme al decreto de referencia, para finalizar el veintinueve de diciembre de dos mil veinte.

Así mismo, se conservan las adscripciones de los Magistrados en ejercicio a la Salas del Tribunal y la Presidencia para adecuarse al termino previsto en el presente decreto.

TERCERO. De los periodos constitucionales descritos en el articulo 135 de esta Constitución, quedan excluidos los Magistrados que hubiesen alcanzado la calidad de inamovibles 
CUARTO. En un plazo de cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, se presentarán ante el Congreso Local las reformas a los ordenamientos secundarios, a fin de hacer efectiva la aplicación de lo dispuesto en el presente Decreto.

Asimismo, publicadas las reformas a los ordenamientos secundarios, el Consejo de la Judicatura del Estado iniciará el proceso de designación de los Magistrados Numerarios necesarios para alcanzar el número que contempla este decreto.

Concluido el proceso de designación, en la primera sesión del Pleno del Tribunal Superior de Justicia posterior al nombramiento, los magistrados designados serán adscritos a la Sala  que corresponda.

QUINTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente  Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 28 de Mayo de 2007.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el artículo 196 fracción I de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática Coahuilense; y, 
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de Mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para reformar el artículo 196 fracción I de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática Coahuilense; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa para reformar el artículo 196 fracción I de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática Coahuilense,

se basa en las consideraciones siguientes:

“ El derecho de iniciativa es consustancial a la calidad que tienen los ciudadanos que integran el Poder Legislativo en virtud del mandato popular expresado en las urnas. En la doctrina contemporánea se reconoce que el derecho de iniciativa, expresamente conferido a los legisladores por la Constitución, no se refiere únicamente a las leyes secundarias, sean estas subjetivas o adjetivas, orgánicas o reglamentarias, sino a la posibilidad de iniciar reformas o adiciones al propio texto constitucional.

En el ámbito federal cualquier Diputado o Senador puede presentar iniciativas para reformar o adicionar el texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; En el ámbito de las entidades federativas ocurre lo mismo en la mayoría de las Legislaturas Estatales.

La excepción a esta regla son los Estados de Baja California Sur, Coahuila e Hidalgo, que para la reforma de sus constituciones locales establecen el requisito de que las iniciativas deberán ser suscritas, cuando menos, por tres Diputados.

Lo anterior, además de ser contrario a la doctrina contemporánea  sobre derecho parlamentario, representa una conculcación de este derecho fundamental por las siguientes razones.

En este Congreso se encuentran representados seis partidos políticos, sin embargo, cuatro de ellos no pueden, por sí mismos, presentar iniciativas de reforma a la Constitución Local. En efecto, los partidos Verde Ecologista de México y Del Trabajo, a pesar de haber alcanzado el porcentaje de votos establecido en la Constitución para formar parte del Poder Legislativo y de representar una porción del electorado, minoritaria pero suficiente para esos efectos, están impedidos, de conformidad al texto actual del artículo 196, para presentar, por si mismos, iniciativas de reforma a la Constitución del Estado. Lo mismo ocurre con los Grupos Parlamentarios de los partidos de la Revolución Democrática y Unidad Democrática Coahuilense, pues aunque ambos cumplen el requisito dispuesto en la Ley Orgánica del Congreso para constituir sus respectivos Grupos Parlamentarios, al ser integrados por sólo dos diputados, también están impedidos para presentar, por sí mismos, iniciativas de reforma al texto constitucional.

De lo anterior se desprende que, a pesar de representar legal y legítimamente a una porción del electorado coahuilense, los legisladores de estos cuatro partidos políticos no pueden, en lo individual, presentar iniciativas de reforma o adiciones al texto constitucional.

Por otro lado, resulta contradictorio que nuestra entidad sea considerada como de vanguardia en materia legislativa cuando el texto de la fracción I del artículo 196 constitucional conculca el derecho de iniciativa que debe tener cada diputado.

En nuestra opinión resulta indispensable operar esta reforma en el texto constitucional pues la norma restrictiva sólo continúa vigente en tres entidades de la República.”

TERCERO.- Señala Don Ignacio Burgoa en su libro “ Derecho Constitucional Mexicano” que una de las importantes atribuciones que tienen los diputados y senadores individualmente considerados consiste en la facultad de iniciar leyes o decretos.

Ahora bien, es un principio de derecho y de hermenéutica jurídica, que donde el legislador no distingue, el interprete no debe hacerlo; por lo que siendo así, se impone concluir que los diputados y senadores al Congreso de la Unión, se encuentran también individualmente facultados para proponer reformas a la Constitución. Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el descubrimiento de la finalidad que el constituyente persiguió al establecer determinada institución,  cristaliza los más altos principios y valores de la vida democrática y republicana reconocidos en nuestro sistema jurídico; al respecto tiene aplicación la tesis jurisprudencial siguiente:

Novena Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: VII, Abril de 1998

Tesis: P. XXVIII/98        

Página:   117

“ INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN. ANTE LA OSCURIDAD O INSUFICIENCIA DE SU LETRA DEBE ACUDIRSE A LOS MECANISMOS QUE PERMITAN CONOCER LOS VALORES O INSTITUCIONES QUE SE PRETENDIERON SALVAGUARDAR POR EL CONSTITUYENTE O EL PODER REVISOR.  El propio artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos autoriza, frente a la insuficiencia u oscuridad de la letra de la ley, utilizar mecanismos de interpretación jurídica. Al desentrañar el sentido y alcance de un mandato constitucional deben privilegiarse aquellos que permitan conocer los valores o instituciones que se quisieron salvaguardar por el Constituyente o el Poder Revisor.  Así, el método genético-teleológico permite, al analizar la exposición de motivos de determinada iniciativa de reforma constitucional, los dictámenes de las Comisiones del Congreso de la Unión y el propio debate, descubrir las causas que generaron determinada enmienda al Código Político, así como la finalidad de su inclusión, lo que constituye un método que puede utilizarse al analizar un artículo de la Constitución, ya que en ella se cristalizan los más altos principios y valores de la vida democrática y republicana reconocidos en nuestro sistema jurídico.” 

Amparo en revisión 2639/96. Fernando Arreola Vega. 27 de enero de 1998. Unanimidad de nueve votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Ausentes: Juventino V. Castro y Castro y Humberto Román Palacios. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Ariel Alberto Rojas Caballero.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintitrés de marzo en curso, aprobó, con el número XXVIII/1998, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintitrés de marzo de mil novecientos noventa y ocho.

Así las cosas, si la experiencia en el ámbito federal nos ha permitido constatar que los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión, individualmente están facultados para proponer reformas y adiciones a la Constitución Política de los  Estados Unidos Mexicanos; y, que los autores de la iniciativa aseveran que sólo los Estados de Baja California Sur, Hidalgo y Coahuila previenen que la reforma  a los preceptos de la Constitución Local debe ser suscrita cuando menos por tres diputados, tal requisito no encuentra una justificación razonable y si por el contrario enerva el derecho que asiste a todos y cada uno de los diputados individualmente considerados para proponer reformas y adiciones a la Constitución, más si en la situación concreta de nuestra Legislatura de los seis partidos políticos que  se encuentran representados en el Congreso, sólo dos estarían en aptitud de promover reformas constitucionales sin necesidad de recurrir a alianzas, lo que se advierte contrario a la idea democrática de que todas y cada una de  las corrientes políticas existentes en el Estado estén representadas en la Legislatura local y puedan hacerse oír proponiendo  individualmente iniciativas de ley.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Resulta pertinente someter a la consideración de esta Soberanía,  la Iniciativa de los

C C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández, del Partido de la Revolución Democrática, José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México y Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática Coahuilense, conforme al siguiente

P R O Y E C T O  D E  D E C R E T O mediante el que se reforma la Fracción I del Artículo 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 196.- La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

I.- Iniciativa suscrita por el Gobernador del Estado o por uno o varios Diputados, a la que se le darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II al VII.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - ​

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 28 de Mayo de 2007.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de los C. C. Diputados Raúl Xavier González Valdés, José Luís Moreno Aguirre, Jesús María Montemayor Garza, Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Julián Montoya de la Fuente, Luís Gurza Jaidar, Cesar Flores Sosa, Lorenzo Dávila Hernández y Jorge Alberto Guajardo Garza, para reformar el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Código Financiero para los Municipios de Coahuila y Ley General del Catastro y la Información Territorial para el Estado de Coahuila, en lo que respecta a la oportunidad para presentar la Iniciativa de Ley de Ingresos Municipal y tablas de valores unitarios de suelo y construcciones; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por Pleno del Congreso el día 1 de Marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de los C. C. Diputados Raúl Xavier González Valdés, José Luis Moreno Aguirre, Jesús María Montemayor Garza, Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Julián Montoya de la Fuente, Luís Gurza Jaidar, Cesar Flores Sosa, Lorenzo Dávila Hernández y Jorge Alberto Guajardo Garza, para reformar el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Código Financiero para los Municipios de Coahuila y Ley General del Catastro y la Información Territorial para el Estado de Coahuila, en lo que respecta a la oportunidad para presentar la Iniciativa de Ley de Ingresos Municipal y tablas de valores unitarios de suelo y construcciones; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de los C. C. Diputados Raúl Xavier González Valdés, José Luis Moreno Aguirre, Jesús María Montemayor Garza, Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Julián Montoya de la Fuente, Luís Gurza Jaidar, Cesar Flores Sosa, Lorenzo Dávila Hernández y Jorge Alberto Guajardo Garza, para reformar el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Código Financiero para los Municipios de Coahuila y Ley General del Catastro y la Información Territorial para el Estado de Coahuila, en lo que respecta a la oportunidad para presentar la Iniciativa de Ley de Ingresos Municipal y tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, se basa en las consideraciones siguientes: 

 “ La Ley de Ingresos constituye el ordenamiento fundamental de los recursos económicos que los ciudadanos entregan al gobierno y a sus municipios para que estos sirvan a la sociedad, por lo que deben ser utilizados con probidad. En este sentido, los proyectos que se presentan por parte de los municipios al Congreso para su autorización deben en todo momento contemplar normas que transparenten su ejecución y determinen las responsabilidades que en su ejercicio correspondan a cada dependencia o entidad u órgano de gobierno que lo aplique.

Por otro lado, cabe hacer mención que los suscritos diputados como integrantes de la Comisión de Finanzas de este H. Congreso del Estado, tuvimos la responsabilidad por mandato de ley durante los últimos dos meses de este año, analizar, estudiar y aprobar las 38 iniciativas de ley de ingresos que fueron presentadas por el mismo número de municipios que conforma nuestro Estado, así como sus respectivas tablas de valores catastrales, mismas que fueron aprobadas por unanimidad en el seno de la comisión antes señalada, lo que conlleva a señalar el buen clima que impera entre todos los miembros que participamos, sin distingos de partidos o de intereses personales.

"En ese sentido, y derivado del trabajo referido en el párrafo anterior, y toda vez que los suscritos consideramos, que la obligación de diversas leyes en el sentido de que los municipios deberán entregar a más tardar el 31 de noviembre ( sic ) al Congreso del Estado, para su análisis, estudio y aprobación la ley de ingresos para el año siguiente, así como sus respectivas tablas de valores, hemos llegado a la conclusión que si bien es cierto muchos municipios entregaron su iniciativa en el transcurso del mes de noviembre hubo otros que lo entregaron los últimos días de dicho mes, lo que trajo consigo que la comisión de finanzas sesionara un sin numero de veces para poder dictaminar sobre tales documentos, pero no es el hecho de haber sesionado durante muchas horas para sacar adelante nuestra responsabilidad legislativa, sino lo que resulta interesante señalar, es que los suscritos diputados hemos llegado a la conclusión de que sería mejor para todos los involucrados, llámense Congreso del Estado, Municipios, Junta Municipales de Catastro, entre otos, ( sic ) que se reformaran algunas disposiciones legales de nuestra legislación local, con el fin de que los municipios presenten para su aprobación a más tardar el 31 de octubre del año en curso, tanto su ley de ingresos como sus respectivas tablas de valores, al Congreso del Estado.

Las reformas antes señaladas, serían de gran utilidad, ya que por un lado permitirían que los suscritos miembros de la comisión de finanzas, además de realizar como se hizo el presente año un exhaustivo análisis y estudio de los documentos de referencia, se pueda contar con mayor tiempo para su aprobación, ya que si fuera el caso de que hubiera alguna duda sobre alguno de los documentos, se puede contar el tiempo suficiente para interactuar con los miembros de los cabildos y aclarar las dudas e inquietudes que se presentaran.

Por otro lado la iniciativa de reforma que se propone, vendría a ayudar de manera muy puntual a todos nuestros municipios, ya que no basta con presentarla y que sea aprobada por el Congreso del Estado, sino que se deben de publicar ambos documentos en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, y una vez publicada la aprobación de su respectiva ley de ingresos y tabla de valores catastrales, los municipios tienen que implementar diversos programas para que se puedan aplicar a partir del primer día del mes de enero del año siguiente de manera puntual, situación que requiere de un tiempo considerable, siendo por ello otro de los fines de la presente iniciativa de reforma.

En resumen, esta iniciativa de reforma a diversos ordenamientos legales, que hoy se propone consideramos es indispensable se lleve a cabo, ya que como diputados miembros de la comisión de finanzas en el desempeño de nuestras funciones en el seno de la misma así lo observamos y señalamos.”

TERCERO.- La reforma que proponen los C. C. Diputados de la Comisión de Finanzas, a diversos ordenamientos del Estado en lo que atañe a la Iniciativa de Ley de Ingresos Municipal y tabla de valores unitarios de suelo y construcciones, tiene como antecedente una reforma propuesta por los propios integrantes de la Comisión de Finanzas al artículo 158 – U de la Constitución Política del Estado y su experiencia personal en cuanto al análisis, estudio y aprobación de las iniciativas de ley de ingresos presentadas por cada uno de los municipios integrantes del Estado.

Consideran los C. C. Diputados integrantes de la Comisión de Finanzas que la obligación de los ayuntamientos de someter a la aprobación del Congreso del Estado la Iniciativa de Ley de ingresos y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones a más tardar el 30 de noviembre de cada año, reduce considerablemente el tiempo de análisis y estudio y dificulta la interacción con los miembros de los cabildos a fin de aclarar conceptos y dispar dudas; amen de que esas iniciativas deben ser publicadas en el Periódico Oficial del Estado y de que los propios municipios deben implementar diversos programas para su aplicación  a partir del mes de enero del siguiente año, todo lo cual debe hacerse en el transcurso del mes de diciembre.

Así las cosas, la iniciativa en cuestión propone que en vez de que la Ley de Ingresos y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones se presenten a más tardar el 30 de noviembre, su exhibición se haga el 31 de octubre; es decir, un mes antes, lo que permitiría al Congreso del Estado, a los Municipios y a las Juntas Municipales de Catastro, contar con tiempo suficiente para interactuar a fin de aclarar dudas e  inquietudes; todo lo cual, en última instancia, redundará en una administración más eficiente y sobre todo garantizará que la aplicación de los recursos públicos será utilizada con probidad, ya que se contó con tiempo más que suficiente para un análisis exhaustivo de las  iniciativas presentadas por los Ayuntamientos, amen de que las reformas propuestas se compaginan con la diversa Iniciativa de reforma al artículo 158- U, fracción V, incisos 2 y 8. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.-  Resulta pertinente someter a la consideración de esta Soberanía,  la Iniciativa de los

C C. Diputados integrantes de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,  para reformar el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza, Código Financiero para los Municipios de Coahuila y Ley General del Catastro y la Información Territorial para el Estado de Coahuila, en lo que respecta a la oportunidad para presentar la Iniciativa de Ley de Ingresos Municipal y tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, para quedar en la forma siguiente: 

PRIMERO.- Se reforma el artículo 102, fracción V, incisos 2 y 8 del Código Municipal Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar de la manera siguiente:

ARTÍCULO 102. El Municipio Libre tiene un ámbito de competencia exclusiva y distinta a los Gobiernos Federal o Estatal, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Local, este Código y demás leyes aplicables.

En todo caso, los ayuntamientos tendrán las competencias, facultades y obligaciones siguientes:

V. En materia de hacienda pública municipal:

2. Discutir, analizar y someter a la aprobación del Congreso del Estado, a más tardar el 31 de octubre de cada año, la iniciativa de Ley de Ingresos correspondiente a cada ejercicio fiscal.

8. Proponer al Congreso del Estado a más tardar el 31 de octubre de cada año, las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos; contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, en los términos de las leyes fiscales y conforme a los principios de equidad, proporcionalidad y capacidad contributiva.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma el artículo 21 del Código Financiero Para Los Municipios Del Estado De Coahuila, para quedar de la manera siguiente:

ARTÍCULO 21. Las iniciativas de las leyes de ingresos de los Municipios se formularán de conformidad con este código y demás disposiciones aplicables, y serán presentadas al Congreso del Estado a más tardar el 31 de octubre de cada año.
Estas iniciativas se remitirán acompañadas del presupuesto de ingresos para su discusión, aprobación en su caso y publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforma el artículo 33 de la Ley General del Catastro Y La Información Territorial Para El Estado De Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 33. El ayuntamiento, en el ámbito de su competencia y habiendo aprobado los proyectos definitivos correspondientes, propondrá a la legislatura del Estado, a mas tardar el 31 de octubre de cada año, con arreglo a la ley y de acuerdo a los principios de equidad y proporcionalidad, las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones.

El Congreso del Estado, una vez recibidas las tablas de valores, procederá al análisis y revisión de las mismas y resolverá su aprobación. Para tal efecto, el Instituto brindará el apoyo y asesoría necesaria a la legislatura.

las tablas de valores aprobadas conforme a esta ley deberán ser publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y serán de observancia obligatoria para el ejercicio fiscal para el cual se formularon.

En caso de que al terminar el ejercicio fiscal de su vigencia, no se expidieren nuevas tablas, continuarán vigentes las anteriores y sus valores se incrementarán a partir del primero de enero de cada año, con el factor que el Congreso del Estado determine. En el caso de que el Congreso del Estado no determine factor alguno, los ayuntamientos actualizarán las tablas con el factor que resulte de dividir el índice Nacional de Precios al Consumidor del mes de noviembre del año inmediato anterior entre el citado índice del mes de noviembre del año anterior al señalado, hasta en tanto se expidan las procedentes.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a este Decreto.”

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 5 de Marzo de 2007.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA

GONZÁLEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. DEMETRIO ANTONIO

ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JOSÉ IGNACIO MAYNEZ VARELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ

VALENZUELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público, un área municipal de 3.5 hectáreas ubicadas en el km. 9.5 de la carretera federal N°. 2 a Ciudad Acuña, Coahuila, con el fin de donarlo a favor del Organismo denominado “Deportivo Unión Piedras Negras, S.A. de C.V.” mismo que se destinará únicamente a la construcción de un Estadio de Fútbol Soccer Profesional, con la condición de que al terminar el uso para lo que fue destinado se regrese al Patrimonio Municipal.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 24 de abril de 2007, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Piedras Negras, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público, un área municipal de 3.5 hectáreas ubicadas en el km. 9.5 de la carretera federal N°. 2 a Ciudad Acuña, Coahuila, con el fin de donarlo a favor del Organismo denominado “Deportivo Unión Piedras Negras, S.A. de C.V.” mismo que se destinará únicamente a la construcción de un Estadio de Fútbol Soccer Profesional, con la condición de que al terminar el uso para lo que fue destinado se regrese al Patrimonio Municipal.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acta de cabildo, mediante el cual con fecha 31 de enero de 2007, se aprobó por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo la desincorporación del régimen del dominio público, un área municipal de 3.5 hectáreas ubicadas en el km. 9.5 de la carretera federal N°. 2 a Ciudad Acuña, Coahuila, con el fin de donarlo a favor del Organismo denominado “Deportivo Unión Piedras Negras, S.A. de C.V.” mismo que se destinará únicamente a la construcción de un Estadio de Fútbol Soccer Profesional, con la condición de que al terminar el uso para lo que fue destinado se regrese al Patrimonio Municipal, con las siguientes medidas y colindancias; 

Al Noreste:
mide 184.50 metros y colinda con la fracción restante de la parcela número 21 Z-1  P1/1 que se reserva el donante.

Al Sureste: 

mide 215.03 metros y colinda con parcela número 28.

Al Suroeste:
mide 183.84 metros y colinda con carretera federal número 2 tramo Piedras Negras- Ciudad Acuña, Coahuila.

Al Noroeste: 
mide 198.51 metros y colinda con servidumbre de paso que dará acceso a la fracción restante de la parcela número 21 Z-1 P1/1 que se reserva la donante.

Y se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, en la Oficina del Registro Público de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 45, Libro 1, Sección IX S.C., de Fecha 06 de marzo de  2007, el cual ampara la superficie total de 38,088.98 m2, la cual se donara una superficie de 3.5 hectáreas a favor de “Deportivo Unión Piedras Negras, S.A. de C.V.”

QUINTO. El objeto de esta desincorporación es con el fin de la construcción de un Estadio de Fútbol Soccer Profesional.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Piedras Negras, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público,  un área municipal de 3.5 hectáreas ubicadas en el km. 9.5 de la carretera federal N°. 2 a Ciudad Acuña, Coahuila, con el fin de donarlo a favor del Organismo denominado “Deportivo Unión Piedras Negras, S.A. de C.V.” mismo que se destinará únicamente a la construcción de un Estadio de Fútbol Soccer Profesional, con la condición de que al terminar el uso para lo que fue destinado se regrese al Patrimonio Municipal, con las siguientes medidas y colindancias; 

Al Noreste:
mide 184.50 metros y colinda con la fracción restante de la parcela número 21 Z-1  P1/1 que se reserva el donante.

Al Sureste: 

mide 215.03 metros y colinda con parcela número 28.

Al Suroeste:
mide 183.84 metros y colinda con carretera federal número 2 tramo Piedras Negras- Ciudad Acuña, Coahuila.

Al Noroeste: 
mide 198.51 metros y colinda con servidumbre de paso que dará acceso a la fracción restante de la parcela número 21 Z-1 P1/1 que se reserva la donante.

Y se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, en la Oficina del Registro Público de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 45, Libro 1, Sección IX S.C., de Fecha 06 de marzo de  2007, el cual ampara la superficie total de 38,088.98 m2, la cual se donara una superficie de 3.5 hectáreas a favor de “Deportivo Unión Piedras Negras, S.A. de C.V.”

ARTÍCULO SEGUNDO. El objeto de esta desincorporación es con el fin de la construcción de un Estadio de Fútbol Soccer Profesional.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 21 de mayo de 2007.

COMISIÓN DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús María Montemayor Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Villa Unión, Coahuila, mediante el cual solicita la Validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno de propiedad municipal, con una superficie de 38-78-99.08 hectáreas que constituyen los asentamientos humanos irregulares, denominados “Sector Oriente”, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 243 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 24 de agosto de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 08 de mayo del año 2007, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Villa Unión, Coahuila, para que se declare la Validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno de propiedad municipal, con una superficie de 38-78-99.08 hectáreas que constituyen los asentamientos humanos irregulares, denominados “Sector Oriente”, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 243 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 24 de agosto de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

SEGUNDO. Que por acuerdo el Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de cabildo de fecha 27 de marzo de 2007, en la que se contiene la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno de propiedad municipal, con una superficie de 38-78-99.08 hectáreas que constituyen los asentamientos humanos irregulares, denominados “Sector Oriente”, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 243 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 24 de agosto de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

La superficie de 38-78-99.08 hectáreas, se identifica de la siguiente manera:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	COORDENADAS

X                         Y

	1
	2
	103.81
	N 49°22’25”W
	2
	347873.30
	3118444.56

	2
	3
	36.16
	N 81°36’19”W
	3
	347837.53
	3118444.56

	3
	4
	112.62
	N 70°01’42”W
	4
	347731.69
	3118449.84

	4
	5
	88.80
	N 88°28’03”W
	5
	347624.92
	3118488.30

	5
	6
	74.21
	S 76°39’16”W
	6
	347570.72
	3118490.68

	6
	7
	14.86
	S 66°22’22”W
	7
	347557.11
	3118473.55

	7
	8
	78.27
	S 67°04’03”W
	8
	347485.02
	3118467.60

	8
	9
	95.15
	S 46°36’59”W
	9
	347415.87
	3118437.10

	9
	10
	148.57
	S 26°05’12”W
	10
	347350.54
	3118371.74

	10
	11
	78.59
	S 16°42’51”W
	11
	347327.93
	3118238.31

	11
	12
	64.38
	S 07°51’55”W
	12
	347319.12
	3118163.04

	12
	13
	93.53
	S 11°47’31”W
	13
	347300.01
	3118099.27

	13
	14
	274.61
	S 81°13’31”E
	14
	347571.41
	3118007.71

	14
	15
	529.94
	S 21°12’55”E
	15
	347665.48
	3117965.82

	15
	16
	434.53
	S 68°12’36”E
	16
	348068.96
	3117723.49

	16
	17
	266.96
	N 08°42’06”W
	17
	348028.57
	3117884.79

	17
	1
	240.75
	N 18°31’20”W
	1
	347952.09
	3118148.68


Dicha superficie esta inscrita a favor del Ayuntamiento de Villa Unión, Coahuila en la oficina del Registro Público con residencia en la cuidad de Piedras Negras, Coahuila, bajo la Partida 9420, Libro 95, Sección I,S.C. de Fecha 21 de octubre de 2004.

QUINTO. Que el objeto de la operación es regularizar la tenencia de la tierra.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO 

PRIMERO. Se Valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Villa Unión, Coahuila, para enajenar a título gratuito los lotes de terreno de propiedad municipal, con una superficie de 38-78-99.08 hectáreas que constituyen los asentamientos humanos irregulares, denominados “Sector Oriente”, a favor de los actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 243 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 24 de agosto de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

La superficie de 38-78-99.08 hectáreas, se identifica de la siguiente manera:

CUADRO DE CONSTRUCCIÓN

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	COORDENADAS

X                         Y

	1
	2
	103.81
	N 49°22’25”W
	2
	347873.30
	3118444.56

	2
	3
	36.16
	N 81°36’19”W
	3
	347837.53
	3118444.56

	3
	4
	112.62
	N 70°01’42”W
	4
	347731.69
	3118449.84

	4
	5
	88.80
	N 88°28’03”W
	5
	347624.92
	3118488.30

	5
	6
	74.21
	S 76°39’16”W
	6
	347570.72
	3118490.68

	6
	7
	14.86
	S 66°22’22”W
	7
	347557.11
	3118473.55

	7
	8
	78.27
	S 67°04’03”W
	8
	347485.02
	3118467.60

	8
	9
	95.15
	S 46°36’59”W
	9
	347415.87
	3118437.10

	9
	10
	148.57
	S 26°05’12”W
	10
	347350.54
	3118371.74

	10
	11
	78.59
	S 16°42’51”W
	11
	347327.93
	3118238.31

	11
	12
	64.38
	S 07°51’55”W
	12
	347319.12
	3118163.04

	12
	13
	93.53
	S 11°47’31”W
	13
	347300.01
	3118099.27

	13
	14
	274.61
	S 81°13’31”E
	14
	347571.41
	3118007.71

	14
	15
	529.94
	S 21°12’55”E
	15
	347665.48
	3117965.82

	15
	16
	434.53
	S 68°12’36”E
	16
	348068.96
	3117723.49

	16
	17
	266.96
	N 08°42’06”W
	17
	348028.57
	3117884.79

	17
	1
	240.75
	N 18°31’20”W
	1
	347952.09
	3118148.68


Dicha superficie esta inscrita a favor del Ayuntamiento de Villa Unión, Coahuila en la oficina del Registro Público con residencia en la cuidad de Piedras Negras, Coahuila, bajo la Partida 9420, Libro 95, Sección I, S.C. de Fecha 21 de octubre de 2004.

SEGUNDO. Que el objeto de la operación es regularizar la tenencia de la tierra.

TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Villa Unión, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.
TRANSITORIO

ARTICULO PRIMERO.-  Las operaciones iniciadas y formalizadas conforme a lo establecido en el Decreto 243, publicado en el periódico Oficial del Gobierno del Estado el día 24 de agosto 2004, tendrán plena validez.

ARTÍCULO SEGUNO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO TERCERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 21 de mayo de 2007.

COMISIÓN DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús María Montemayor Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Villa Unión, Coahuila, mediante el cual solicita la Validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 44,767.49 m2, que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Colonia del Norte” de ese municipio, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 262 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 12 de marzo de 1996, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.  

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 08 de mayo del año 2007, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Villa Unión, Coahuila, para que se declare la Validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 44,767.49 m2, que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Colonia del Norte” de ese municipio, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 262 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 12 de marzo de 1996, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.  

SEGUNDO. Que por acuerdo el Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que tomando en consideración que el bien inmueble objeto del presente dictamen, resulta ser del dominio privado, por así considerarse en el decreto número 262, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el día 12 de marzo de 1996, debe atenderse al contenido del último párrafo del artículo 278 del Código Financiero, el cual señala en lo atinante que “....tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.”, supuesto que se actualiza en el presente caso, según se desprende del acta de cabildo original, de fecha 27 de marzo del 2007, celebrada por el Ayuntamiento de Villa Unión, Coahuila.

TERCERO. Es oportuno señalar, que al ser el bien inmueble que se pretende enajenar, bien del dominio privado, las reglas para su operación, evidentemente son distintas a los requisitos que debe reunir la venta de un bien inmueble del dominio público, ya que mientras en éste último se requiere su desincorporación, para el primer caso planteado basta el acuerdo de autorización de las dos terceras partes del cabildo del ayuntamiento en cuestión.

En esa tesitura, es incuestionable que en el dictamen que nos ocupa, se pretende la enajenación de un bien inmueble del dominio privado, siendo por ello innecesario el trámite previo de su desincorporación, habida cuenta que el Código Financiero aplicable no lo establece como requisito.  

CUARTO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 278 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía certificación de acta de cabildo de fecha 27 de marzo de 2007, en la que se contiene la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 44,767.49 m2, que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Colonia Norte” de ese municipio, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 262 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 12 de marzo de 1996, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.  

La superficie de 44,767.43 m2, se identifica de la siguiente manera:

Del punto 0 al punto 1 con rumbo SE 73 00’ mide 45.40 metros y colinda con propiedad del C. Alberto Cadena; del punto 1 al 2 con rumbo  NE 85 00’ mide 118.00 metros y colinda con la calle Eliseo Mendoza Berrueto; del punto 2 al 3 con rumbo NE 08 30’ mide 46.50 metros y colinda con diversos propietarios; del punto 3 al 4 con rumbo SE 69 30’ mide 50.60 metros y colinda con diversos particulares; del punto 4 al 5 con rumbo NE 28 06’ mide 48.00 metros y colinda con propiedad de diversos particulares; del punto 5 al 6 con rumbo SE 63 30’ mide 58.40 metros y colinda con propiedad de diversos particulares; del punto 6 al 7 con rumbo NE 28 01’ mide 55.40 metros y colinda con propiedad de diversos particulares; del punto 7 al 8 con rumbo SE 59 30’ mide 30.30 metros y colinda con propiedad de diversos particulares;  del punto 8 al 9 con rumbo NE 16 03’ mide 17.30 metros y colinda con propiedad de diversos particulares; del punto 9 al 10 con rumbo  NE 27 00’ mide 42.70 metros y colinda con diversos particulares; del punto 10 al 11 con rumbo SW 81 20’  mide 9.20 metros y colinda con diversos particulares; del punto 11 al 12 con rumbo NE 32 30’ mide 40.30 metros y colinda con diversos particulares; del punto 12 al 13 con rumbo NW 61 25’ mide 135.70 metros y colinda con la calle Maximiliano Morales y diversos particulares; del punto 13 al 14 con rumbo SW 37 30’ mide 25.70 metros y colinda con diversos particulares; del punto 14 al 15 con rumbo SW  7 02’ mide 31.80 metros y colinda con diversos particulares; del punto 15 al 0 para cerrar el perímetro con rumbo SW 47 30’ mide 316.80 metros y colinda con propiedad del C. Francisco de la Garza.

El cual se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Villa Unión, en el Registro Público de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 4931, Foja 118 vta. Libro 11-.A1, Sección I, de Fecha 29 de abril de 1996.

QUINTO. Que el objeto de la operación es regularizar la tenencia de la tierra.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

PRIMERO. Se Valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Villa Unión, Coahuila, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 44,767.49 m2, que constituyen el asentamiento humano irregular denominado “Colonia del Norte” de ese municipio, a favor de sus actuales poseedores, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra, lo anterior en virtud de que el decreto número 262 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 12 de marzo de 1996, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia.  

La superficie de 44,767.43 m2, se identifica de la siguiente manera:

Del punto 0 al punto 1 con rumbo SE 73 00’ mide 45.40 metros y colinda con propiedad del C. Alberto Cadena; del punto 1 al 2 con rumbo  NE 85 00’ mide 118.00 metros y colinda con la calle Eliseo Mendoza Berrueto; del punto 2 al 3 con rumbo NE 08 30’ mide 46.50 metros y colinda con diversos propietarios; del punto 3 al 4 con rumbo SE 69 30’ mide 50.60 metros y colinda con diversos particulares; del punto 4 al 5 con rumbo NE 28 06’ mide 48.00 metros y colinda con propiedad de diversos particulares; del punto 5 al 6 con rumbo SE 63 30’ mide 58.40 metros y colinda con propiedad de diversos particulares; del punto 6 al 7 con rumbo NE 28 01’ mide 55.40 metros y colinda con propiedad de diversos particulares; del punto 7 al 8 con rumbo SE 59 30’ mide 30.30 metros y colinda con propiedad de diversos particulares;  del punto 8 al 9 con rumbo NE 16 03’ mide 17.30 metros y colinda con propiedad de diversos particulares; del punto 9 al 10 con rumbo  NE 27 00’ mide 42.70 metros y colinda con diversos particulares; del punto 10 al 11 con rumbo SW 81 20’  mide 9.20 metros y colinda con diversos particulares; del punto 11 al 12 con rumbo NE 32 30’ mide 40.30 metros y colinda con diversos particulares; del punto 12 al 13 con rumbo NW 61 25’ mide 135.70 metros y colinda con la calle Maximiliano Morales y diversos particulares; del punto 13 al 14 con rumbo SW 37 30’ mide 25.70 metros y colinda con diversos particulares; del punto 14 al 15 con rumbo SW  7 02’ mide 31.80 metros y colinda con diversos particulares; del punto 15 al 0 para cerrar el perímetro con rumbo SW 47 30’ mide 316.80 metros y colinda con propiedad del C. Francisco de la Garza.

El cual se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Villa Unión, en el Registro Público de Piedras Negras del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 4931, Foja 118 vta. Libro 11.A1, Sección I, de Fecha 29 de abril de 1996.

SEGUNDO. Que el objeto de la operación es regularizar la tenencia de la tierra.

TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Villa Unión, Coahuila por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.
TRANSITORIO

ARTICULO PRIMERO.-  Las operaciones iniciadas y formalizadas conforme a lo establecido en el Decreto 262, publicado en el periódico Oficial del Gobierno del Estado el día 12 de marzo de 1996, tendrán plena validez.

ARTÍCULO SEGUNO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO TERCERO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones “Luís Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 21 de mayo de 2007.

COMISIÓN DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús María Montemayor Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público un predio con una superficie de 141.00 m2, ubicado en el lote 17, de la Manzana 1 de la colonia Torreón Residencial, de ese municipio, con el objeto de permutarlo a favor del C. Roberto Ramírez Mijares, para compensar  área de construcción de la vialidad Av. Coladero hoy Calzada José Vasconcelos, en el Fraccionamiento Ex Hacienda Los Ángeles.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 03 de mayo de 2007, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público un predio con una superficie de 141.00 m2, ubicado en el lote 17, de la Manzana 1 de la colonia Torreón Residencial, de ese municipio, con el objeto de permutarlo a favor del C. Roberto Ramírez Mijares, para compensar  área de construcción de la vialidad Av. Coladero hoy Calzada José Vasconcelos, en el Fraccionamiento Ex Hacienda Los Ángeles.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmueble del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta, mediante el cual fue aprobado el 15 de diciembre de 2006, conforme al cual se decidió por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo autorizar la desincorporar del dominio público un predio con una superficie de 141.00 m2, ubicado en el lote 17, de la Manzana 1 de la colonia Torreón Residencial, de ese municipio, con el objeto de permutarlo a favor del C. Roberto Ramírez Mijares, para compensar  área de construcción de la vialidad Av. Coladero hoy Calzada José Vasconcelos, en el Fraccionamiento Ex Hacienda Los Ángeles, con las siguientes medidas  y colindancias:

Inmueble propiedad del municipio, ubicado en la colonia Torreón Residencial, con una superficie de 141.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide    8.00 metros y colinda con Avenida Pavorreal.

Al Sur:

mide    8.00 metros y colinda con Lote 6.

Al Oriente:

mide 17.625 metros y colinda con Lote 18. 

Al Poniente:

mide 17.625 metros y colinda con Lote 16.

Dicho predio se encuentra inscrito en el Registro Público de la Propiedad de la ciudad de Torreón bajo la Partida 5317, Foja 14, Libro 37-D, Sección I, de Fecha 01 de marzo de 1999, por adquisición. Y bajo la Partida 106, Foja 31, Libro 43-A, Sección I, de Fecha 14 de mayo de 2001, por subdivisión.

Inmueble afectado propiedad de C. Roberto Ramírez Mijares, con una superficie de 145.08 m2, ubicado en la fracción de la manzana 63 del Fraccionamiento Ex Hacienda Los Ángeles de esta ciudad.

QUINTO. El objeto de la desincorporación es por la afectación de un predio de su propiedad en la cual se desarrollo el proyecto de par vial Vasconcelos-División del Norte del Fraccionamiento Ex Hacienda Los Ángeles.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el ayuntamiento del municipio de Torreón ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de un bien del dominio público, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila, para que desincorpore del dominio público un predio con una superficie de 141.00 m2, ubicado en la colonia Torreón Residencial,  en el lote 17, de la Manzana 1, de ese municipio, con el objeto de permutarlo a favor del C. Roberto Ramírez Mijares, para compensar área de construcción de la vialidad Av. Coladero hoy Calzada José Vasconcelos, en el Fraccionamiento Ex Hacienda Los Ángeles, con las siguientes medidas  y colindancias:

Inmueble propiedad del municipio, ubicado en la colonia Torreón Residencial, con una superficie de 141.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide    8.00 metros y colinda con Avenida Pavorreal.

Al Sur:

mide    8.00 metros y colinda con Lote 6.

Al Oriente:

mide 17.625 metros y colinda con Lote 18. 

Al Poniente:

mide 17.625 metros y colinda con Lote 16.

Dicho predio se encuentra inscrito en el Registro Público de la Propiedad de la ciudad de Torreón bajo la Partida 5317, Foja 14, Libro 37-D, Sección I, de Fecha 01 de marzo de 1999, por adquisición. Y bajo la Partida 106, Foja 31, Libro 43-A, Sección I, de Fecha 14 de mayo de 2001, por subdivisión.

Inmueble afectado propiedad de C. Roberto Ramírez Mijares, con una superficie de 145.08 m2, ubicado en la fracción de la manzana 63 del Fraccionamiento Ex Hacienda Los Ángeles de esta ciudad.

ARTÍCULO SEGUNDO. El objeto de la desincorporación es por la afectación de un predio de su propiedad en la cual se desarrollo el proyecto de par vial Vasconcelos-División del Norte del Fraccionamiento Ex Hacienda Los Ángeles.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerán un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIO

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 14 de mayo de 2007.
COMISIÓN DE FINANZAS

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. José Luís Moreno Aguirre


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jesús María Montemayor Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. César Flores Sosa


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Luís Gurza Jaidar


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lorenzo Dávila Hernández


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Dictamen de la Comisión de Planeación y Desarrollo de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “ Exhortar a la Secretaría de Economía para que Expida Normas Oficiales para Regular a las Empresas Prestadoras de Dinero ” planteada por los diputados,  Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza” del Partido Unidad Democrática de Coahuila. 

Resultando:

Primero.- Que con fecha 18 de Diciembre del año en 2006, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los promoventes, en representación del Partido Unidad Democrática de Coahuila, relativa a “ La Falta de Regulación de las Empresas Prestadoras de Dinero en la Entidad”.
Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión del Pleno del Congreso, celebrada el día 20 de Marzo del año 2007; habiéndose acordado turnarla a la Comisión de Planeación y Desarrollo para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
Tercero.-  Que en dicha Proposición  se hace mención de los graves problemas que ocasionan a la economía de las personas necesitadas estas empresas financieras que prestan dinero  y otro tipo de servicios de autofinanciamiento  y crédito con intereses demasiado elevados, y que atrapan a las personas en situaciones de indefensión ante la falta de más y mejores regulaciones.  Señalan además los promoventes que, la Secretaría de Economía es la encargada de regular este tipo de empresas mediante el Reglamento de Sistemas de Comercialización, así como en base a la Norma Oficial Mexicana NOM-037-SCFI-1994 “Requisitos para los contratos de adhesión en los sistemas de comercialización consistentes en la integración de grupos de consumidores”....

Cuarto.-  Consideran los promoventes que existe la necesidad de apoyar a los miles de usuarios de este tipo de servicios financieros para elevar sus reclamos ante la instancia federal competente. Y,  

Considerando

Primero.-  Que esta Comisión de Planeación y Desarrollo es competente para conocer  del asunto turnado en la fecha señalada por el Pleno de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97,105, y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
Segundo.- Que esta Comisión ha analizado la Proposición con Punto de Acuerdo de la Diputados del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza”, valorando sus argumentos y propuestas a fondo.
Tercero.-  Que esta Comisión encuentra necesario hacer una revisión del marco legal actual  en materia de  Regulación de Empresas y Sociedades de Tipo Financiero y para la Prestación de Servicios y Venta de Bienes Muebles e Inmuebles a Crédito.

En esta circunstancia, es esencial considerar el hecho y el derecho de manera razonada. Por lo que en relación al derecho, esta Comisión hace relación de los siguientes  problemas relacionados con la problemática descrita:

A) El problema con estas empresa que se dedican a ofrecer préstamos de dinero en efectivo a los ciudadanos, así como otro  tipo de satisfactores bajo la engañosa perspectiva de “un mínimo de requisitos e intereses justos”, no es nada nueva, es un tema que en reiteradas ocasiones se ha denunciado en diversas legislaturas del estado de Coahuila, y de otras entidades. 

B) Estas sociedades mercantiles obtienen con relativa facilidad los permisos de operación, aprovechando una legislación flexible y benigna para este caso de constituirse en empresa de tipo financieras.

C) Dificulta enormemente la regulación de este tipo de empresas el hecho de que:

La normatividad que les aplica es abundante y diversa, a tal efecto podemos decir que entre las leyes federales que regulan un aspecto y otro de las mismas son:

El Código de Comercio

La Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito

La Ley de Instituciones de Crédito

La Ley de La Comisión Nacional Bancaria y de Valores y, 

La Ley de Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros que aplica directamente la Comisión Nacional de Protección de Los Usuarios de Servicios Financieros, entre otros ordenamientos que guardan alguna relación con estas empresas financieras.

D) Regular estas empresas en su aspecto orgánico y estructural no es suficiente, pues las mismas aprovechan los medios y mecanismos que les brinda ordenamientos como el Código de Comercio y la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, ambos regulan el uso y cobro de documentos como los pagarés, los cheques y las letras de cambio. Y los derechos contraídos por los particulares a través de ellos se constituyen independientemente de quién sea el beneficiario o acreedor del citado documento. La ley exigirá el pago de lo adeudado, mientras se haya pactado correctamente por medio de uno de estos instrumentos.  Por ello se dice que los pagarés son literales y autónomos para el cobro. 

E) Sin embargo, el abuso cometido en otros cobros que hacen adicionalmente como, los gastos de cobranza, manejo de cuenta e intereses por encima de lo legal, sí pueden regularse de cierto modo con normatividades más eficientes y castigos más severos para estos abusos.

Cuarto.-  Visto y analizado el Marco Jurídico y las Circunstancias que enmarcan el funcionamiento de estas empresas financieras y crediticias, se considera fundada y motivada la proposición hecha por los legisladores del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza”. 

Quinto.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria Dictaminadora de Planeación y Desarrollo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 105, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:
Acuerdo

Primero.- Que sí es atendible la proposición con punto de acuerdo presentada por los promoventes

Segundo.- Que sí es digno de atención lo referente a exhortar  a la Secretaría de Economía para que Actualice y haga más eficiente la Normatividad y Regulación de las Empresas dedicadas al Servicio de Préstamo de Dinero en Efectivo y Otros Servicios a Crédito  a los Particulares
Tercero.- Que este Congreso dirija un atento y respetuoso exhorto  al Secretario  de Economía del Gobierno Federal, para que con las Facultades que la Ley le Concede, se sirva a Expedir Nuevas y Mejores Normas en Materia de Regulación de la Prestación de los Servicios Financieros y de Crédito que brindan las empresas constituidas para tal fin. 
Saltillo, Coahuila a 07 de mayo de 2007

Por la Comisión de Planeación y Desarrollo

Los C.C.  Diputados:

Luis Gurza Jaidar

Coordinador

Dip. Jorge A. Rosales Saade 
Dip. José L.  Moreno Aguirre

Dip. Raúl X. González Valdés  
Dip. Román A. Cepeda González.

Dip. Francisco J. Z’ Cruz Sánchez     Dip. José R. Sandoval Rodríguez.
Dictamen de la Comisión del Agua de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “ Incentivos para la Regularización de la Explotación y Uso de Aguas Nacionales” planteada por los diputados, Antonio Juan Marcos Villarreal, Jorge Antonio Abdala Serna, Juan Carlos Ayup Guerrero, Jesús María Montemayor Garza, José Luis Moreno Aguirre y Raúl Javier González del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.
Resultando:

Primero.- Que con fecha 26 de Marzo del 2007, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los promoventes, en representación del Partido Revolucionario Institucional, referente a “Incentivos para la Regularización de la Explotación y Uso de Aguas Nacionales ”.

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión del Pleno del Congreso, celebrada el día 27 de Marzo del año que corre; habiéndose acordado turnarla a la Comisión del Agua para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición  se detallan los graves problemas que enfrentan especialmente los campesinos por no tener los medios económicos ni la información clara y a la mano para poder hacer usos de las prerrogativas que existen en la ley en materia de descuentos o beneficios para el pago y regularización de sus derechos de explotación de aguas nacionales. 

Cuarto.- Señalan además los promoventes,  que los decretos que en este rubro fueron expedidos por el Ejecutivo Federal en años anteriores (2001,2002y 2004),  decretos que reconocían que no se había cumplido con disposiciones anteriores por falta de recursos financieros para la aplicación de las mismas. Refiriendo expresamente el decreto de 1995. que otorgaba facilidades administrativas y condonaba contribuciones a los usuarios de aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes con carácter agrícola, silvícola, pecuario, acuícola, industrial, comercial y de servicios. En este decreto se incluyeron también las condiciones de contribuciones al Distrito Federal, estados y municipios. 

Quinto.-  Por otra parte, señalan lo autores de Proposición, que los tres decretos ya mencionados  del Ejecutivo Federal anterior, reconocen las graves dificultades a las que se enfrentan las entidades y organismos públicos para hacer frente a lo establecido en cuanto a pago de derechos, esto por imposibilidades técnicas, financieras, sociales e incluso políticas, además de establecer los mecanismos para homologar lo establecido en la normatividad, los instrumentos formales y lo determinado en la práctica, es decir, los instrumentos no formales. 

Derivado de lo anterior, refieren los promoventes que para los especialistas en las políticas y prácticas centradas exclusivamente en medios técnicos y formales no sólo no satisfacen objetivos de desarrollo, sino que, además, afectan negativamente una gran proporción tanto de hogares como de productores.
 En la citada proposición es resaltado el enorme problema que enfrentan las personas que menos acceso tienen a la justicia administrativa por tener bajos ingresos”…..y,

Considerando

Primero.-  Que esta Comisión del Agua es competente para conocer  del asunto turnado en la fecha señalada por el Pleno de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97, 113,  y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que esta Comisión ha analizado la Proposición con Punto de Acuerdo de  los Diputados del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”. 

Tercero.-  Que esta Comisión  ha hecho una revisión de los hechos y circunstancias descritas en la proposición.  Donde en efecto, se ha verificado que existe un enorme rezago para los campesinos, ejidatarios, pequeños productores y ganaderos, para poder regularizar sus derechos o permisos para la explotación de las aguas nacionales. Entre otros motivos, se encuentran:

a) La falta de recursos económicos por parte de los interesados, así como la falta de planes, programas o facilidades para hacer estos pagos a las instancias oficiales encargadas del cobro.

b) La falta de información acerca de los decretos, programas o exenciones fiscales que son promovidas por el gobierno federal, o producto de los convenios de este con los estados, donde se contemplan dichos beneficios, y 

c) Una legislación abundante, compleja y cambiante que resulta de difícil acceso y aplicación para el grueso de la población que enfrenta esta problemática.

Cuarto.- Analizada esta situación, y tomando en cuenta la vital importancia que tienen para el desarrollo nacional la actividad productiva del campo, en todas y cada una de sus distintas áreas, además, de los añejos problemas que en materia de pagos de derechos por el uso del agua nacional se han presentado a través de los lustros, ya que no se trata de un problema nuevo. Es por ello que debemos encontrar las formas y mecanismos, para que, en definitiva, nadie evada el pago del vital líquido que se usa en la actividades descritas, pero tampoco se prive a una persona del mismo, siempre y cuando esté dispuesta a cumplir con el pago de su consumo conforme a derecho.

Quinto.- Tomando en cuenta que los artículos 25, 26 y 27 de la Constitución General de la República señalan entre otras cosas, lo siguiente:

Artículo 25, Párrafos seis y siete:

Bajo criterios de equidad social y productividad se apoyará e impulsará a las empresas de los sectores social y privado de la economía, sujetándolos a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio ambiente.

La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la actividad económica del sector social: de los ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios.

La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, en los términos que establece esta Constitución....

Artículo 26 Apartado A, Párrafo segundo:

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Constitución determinarán los objetivos de la planeación. La planeación será democrática. Mediante la participación de los diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y demandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los programas de desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente los programas de la Administración Pública Federal.

Artículo 27, Párrafo Tercero y Fracciones VII y XX

La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población; para preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los términos de la ley reglamentaria, la organización y explotación colectiva de los ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la ganadería, de la silvicultura y de las demás actividades económicas en el medio rural, y para evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.

VII. Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población ejidales y comunales y se protege su propiedad sobre la tierra, tanto para el asentamiento humano como para actividades productivas.

La ley protegerá la integridad de las tierras de los grupos indígenas.

La ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de los ejidos y comunidades, protegerá la tierra para el asentamiento humano y regulará el aprovechamiento de tierras, bosques y aguas de uso común y la provisión de acciones de fomento necesarias para elevar el nivel de vida de sus pobladores.

XX. El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural integral, con el propósito de generar empleo y garantizar a la población campesina el bienestar y su participación e incorporación en el desarrollo nacional, y fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructura, insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia técnica. Asimismo expedirá la legislación reglamentaria para planear y organizar la producción agropecuaria, su industrialización y comercialización, considerándolas de interés público.

Sexto.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria Dictaminadora del Agua, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 113, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Acuerdo

Primero.- Que sí es atendible la proposición con punto de acuerdo presentada por los promoventes, diputados del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

Segundo.- Que sí es digno de atención lo referente a exhortar  al gobierno federal y a la Comisión Nacional del Agua para la Creación de Incentivos nuevos o adicionales que faciliten la regulación de los derechos de pago por uso, aprovechamiento y explotación de las aguas nacionales..

Tercero.- Que este Congreso dirija un atento y respetuoso exhorto  al Titular del Ejecutivo Federal y a la Comisión Nacional del Agua, a fin de que en el marco de la ley y de las posibilidades presupuestales sean creados incentivos fiscales para que los campesinos, ejidatarios, comuneros, pequeños productores y pequeños ganaderos puedan regularizar su situación ante las autoridades del agua.  Y que estos beneficios sean simplificados y difundidos de manera amplia para el conocimiento y acceso de los interesados

Saltillo, Coahuila a 21 de mayo de 2007

Por la Comisión del Agua

Los C.C  Diputados:

Silvia Guadalupe Garza Galván

Coordinadora

José Refugio Sandoval Rodríguez  
Jorge Antonio Abdala Serna

Alfio Vega de la Peña 
Antonio Juan Marcos Villarreal

Juan Alejandro de Luna González 
Jorge Alberto Guajardo Garza

Dictamen de la Comisión del Agua de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Investigación y Evaluación del Mecanismos de Monitoreo de Calidad de los Efluentes Industriales” planteada por la diputada, Silvia Guadalupe Garza Galván del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional.

Resultando:

Primero.- Que con fecha 18 de Diciembre del año en 2006, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por la promovente, en representación del Partido Acción Nacional, relativa a “ La Contaminación de los Efluentes Industriales  de Agua”.

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión del Pleno del Congreso, celebrada el día 19 de Diciembre del año 2006; habiéndose acordado turnarla a la Comisión del Agua para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición  se hace mención de los graves problemas de contaminación que afectan al agua, especialmente la que se usa para fines industriales que, luego del proceso ordinario de producción y transformación de las empresas, finalizan en aguas contaminadas por diversas sustancias tóxicas o dañinas para el medio ambiente y la salud de personas, animales y plantas; detallando en su proposición los agentes contaminantes más comunes relacionados con los efluentes industriales, a saber: 

Aguas residuales y otros residuos que demandan oxígeno (en su mayor parte materia orgánica, cuya descomposición produce la desoxigenación del agua). 

Agentes infecciosos.

Nutrientes vegetales que pueden estimular el crecimiento de las plantas acuáticas, estas a su vez, interfieren con los usos a que se destina el agua y, al descomponerse, agotan el oxígeno disuelto y producen olores desagradables.

Productos Químicos, incluyendo los pesticidas, diversos productos industriales, las sustancias tensoactivas contenidas en los detergentes, y la descomposición de otros compuestos orgánicos.

Petróleo, especialmente el procedente de los vertidos accidentales.

Cuarto.- Señala además la legisladora,  que las principales fuentes de contaminantes pueden dividirse en urbanas, industriales y agrícolas; detallando en su proposición cada uno de los elementos que componen esta división. Refiere además las formas en que estas emisiones contaminantes son medidas con instrumentos físicos, químicos y biológicos, considerando entre las más comunes la determinación del contenido en sólidos, la demanda bioquímica de oxígeno (DBO5), la demanda química del oxígeno (DQO) y el PH. 

Quinto.- Continúa expresando la promovente que “el crecimiento industrial ha impactado enormemente del agua, ya que se utilizan agua limpia en el proceso y al final resulta el agua con diferentes concentraciones de sustancias. La utilización del agua y su no reutilización es una de las fallas más comunes que tenemos en el cuidado del uso adecuado del agua. Países desarrollados deben su éxito en gran parte al reuso del agua, ya que este elemento es muy importante pues es el factor limitante de todo crecimiento.

En nuestro municipios las industrias descargan a la red de drenaje municipal y de ahí puede ir a una planta tratadora, luego al río, o bien, directamente al río”…..y,

Considerando

Primero.-  Que esta Comisión del Agua es competente para conocer  del asunto turnado en la fecha señalada por el Pleno de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97, 113,  y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que esta Comisión ha analizado la Proposición con Punto de Acuerdo de la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, valorando sus argumentos y propuestas a fondo.

Tercero.-  Que esta Comisión encuentra necesario hacer una revisión del marco legal actual  en materia de efluentes industriales, especialmente las facultades que le competen a los estados en este rubro específico. 

En esta circunstancia, es esencial considerar el hecho y el derecho de manera razonada. Por lo que en relación al derecho, esta Comisión hace relación de los siguientes preceptos  de la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio Ambiente:

ARTÍCULO 5o.- Son facultades de la Federación:

V.- La expedición de las normas oficiales mexicanas y la vigilancia de su cumplimiento en las materias previstas en esta Ley;

XVII.- La integración del Sistema Nacional de Información Ambiental y de Recursos Naturales y su puesta a disposición al público en los términos de la presente Ley;

ARTÍCULO 7o.- Corresponden a los Estados, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la materia, las siguientes facultades:

III.- La prevención y control de la contaminación atmosférica generada por fuentes fijas que funcionen como establecimientos industriales, así como por fuentes móviles, que conforme a lo establecido en esta Ley no sean de competencia Federal;

VI.- La regulación de los sistemas de recolección, transporte, almacenamiento, manejo, tratamiento y disposición final de los residuos sólidos e industriales que no estén considerados como peligrosos de conformidad con lo dispuesto por el artículo 137 de la presente Ley;

VII.- La prevención y el control de la contaminación generada por la emisión de   ....olores perjudiciales al equilibrio ecológico o al ambiente, proveniente de fuentes fijas que funcionen como establecimientos industriales, así como, en su caso, de fuentes móviles que conforme a lo establecido en esta Ley no sean de competencia Federal;

VIII.- La regulación del aprovechamiento sustentable y la prevención y control de la contaminación de las aguas de jurisdicción estatal; así como de las aguas nacionales que tengan asignadas;

XIV.- La conducción de la política estatal de información y difusión en materia ambiental;

ARTÍCULO 38 BIS 2.- Los Estados y el Distrito Federal podrán establecer sistemas de autorregulación y auditorías ambientales en los ámbitos de sus respectivas competencias.

ARTÍCULO 109 BIS. La Secretaría, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, deberán integrar un registro de emisiones y transferencia de contaminantes al aire, agua, suelo y subsuelo, materiales y residuos de su competencia, así como de aquellas sustancias que determine la autoridad correspondiente. La información del registro se integrará con los datos y documentos contenidos en las autorizaciones, cédulas, informes, reportes, licencias, permisos y concesiones que en materia ambiental se tramiten ante la Secretaría, o autoridad competente del Gobierno del Distrito Federal, de los Estados, y en su caso, de los Municipios. 

Las personas físicas y morales responsables de fuentes contaminantes están obligadas a proporcionar la información, datos y documentos necesarios para la integración del registro. La información del registro se integrará con datos desagregados por sustancia y por fuente, anexando nombre y dirección de los establecimientos sujetos a registro. 

La información registrada será pública y tendrá efectos declarativos....

ARTÍCULO 117.-  

 ....el deber de la entidades en relación al manejo de residuos se encuentra establecido en los siguientes preceptos de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de Residuos.

Artículo 9.- Son facultades de las Entidades Federativas:

I. Formular, conducir y evaluar la política estatal, así como elaborar los programas en materia de residuos de manejo especial, acordes al Programa Nacional para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos y el de Remediación de Sitios Contaminados con éstos, en el marco del Sistema Nacional de Planeación Democrática, establecido en el artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

II. Expedir conforme a sus respectivas atribuciones, y de acuerdo con las disposiciones de esta Ley, los ordenamientos jurídicos que permitan darle cumplimiento conforme a sus circunstancias particulares, en materia de manejo de residuos de manejo especial, así como de prevención de la contaminación de sitios con dichos residuos y su remediación;

XIII. Coadyuvar con el Gobierno Federal en la integración de los subsistemas de información nacional sobre la gestión integral de residuos de su competencia;

XIV. Formular, establecer y evaluar los sistemas de manejo ambiental del gobierno estatal;

Cuarto.-  Visto y analizado el Marco Jurídico y, tomando en cuenta que el propio Secretario del Medio Ambiente en Coahuila reconoce en su oficio dirigido a la coordinadora de esta dictaminador que; en efecto, apenas se encuentra en mero proyecto la integración de un Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, se hace necesario atender debidamente la proposición en comento. 

Quinto.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria Dictaminadora del Agua, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 113, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Acuerdo

Primero.- Que sí es atendible la proposición con punto de acuerdo presentada por la promovente, dip. Silvia Guadalupe Garza Galván.

Segundo.- Que sí es digno de atención lo referente a exhortar  a la Secretaría del Medio Ambiente del Estado de Coahuila, para que implemente todas las medidas y acciones necesarias para que sea creado en el menor tiempo posible el Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes en Coahuila, conforme a las facultades y deberes que le confiere la Ley General del Medio Ambiente y el Equilibrio Ecológico, así como las que le impone la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de Residuos.

Tercero.- Que este Congreso dirija un atento y respetuoso exhorto  al Secretario del Medio Ambiente del Estado de Coahuila, para que realice las gestiones y acciones necesarias para la implementación y puesta en marcha del Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, ya previsto en la Ley de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente del Estado.

Saltillo, Coahuila a 21 de mayo de 2007

Por la Comisión del Agua

Los C.C.  Diputados:

Silvia Guadalupe Garza Galván

Coordinadora

José Refugio Sandoval Rodríguez  
Jorge Antonio Abdala Serna

Alfio Vega de la Peña    
Antonio Juan Marcos Villarreal

Juan Alejandro de Luna González  
Jorge Alberto Guajardo Garza

D I C T A M E N que presenta la Comisión de Salud de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila,  relativo a la proposición  con punto de acuerdo sobre “Exhorto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a fin de que promueva reformas de Ley que permitan brindar gratuitamente servicios de salud de calidad, a todas las personas mayores de 50 años que se encuentren desempleadas y que no puedan acceder a estos servicios” presentada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

RESULTANDO:

PRIMERO.- Que con fecha 22 de marzo del presente año, se recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso del Estado, la proposición con Punto de Acuerdo sobre Exhorto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a fin de que promueva reformas de Ley que permitan brindar gratuitamente servicios de salud de calidad, a todas las personas mayores de 50 años que se encuentren desempleadas y que no puedan acceder a estos servicios, solicitando que la Comisión de Salud del Congreso del Estado exhorte a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a fin de que promueva reformas de ley que permitan brindar gratuitamente servicios de salud de calidad, a todas las personas mayores de 50 años que se encuentren desempleadas por causas ajenas a su voluntad, y que no puedan acceder a estos servicios. Específicamente, se les propone como una de las soluciones que pueden adoptarse, el considerar como derechohabientes de los servicios de salud en los institutos de seguridad social, a las personas que hayan cotizado en alguno de ellos, o en la suma de ambos, por mas de quince años, considerándolos derechohabientes de aquel donde mas años hayan cotizado.  

SEGUNDO.- Que la proposición con punto de acuerdo señalada, fue analizada en la sesión ordinaria del H. Pleno del Congreso del Estado celebrada el 20 de marzo del presente año y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, se dispuso que dicha proposición con punto de acuerdo fuera turnada a la Comisión de Salud para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que en virtud de lo antes expuesto,  esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, y conocer sobre los asuntos turnados por el Congreso del Estado según lo dispuesto por el artículo 112 ,132. 142 Y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.- Que esta comisión considera que la Salud es un derecho fundamental para todos los mexicanos previsto en el artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TERCERO.- Actualmente en el Estado se encuentra el Sistema de Protección Social en Salud  (Seguro Popular), dicho sistema viene a proteger a todas las personas que no cuentan con un servicio medico y se encuentran afiliados 270,000 beneficiados; pero existe una mayor demanda de este servicio. 

Por las consideraciones que anteceden y, para la atención del asunto a que se refiere este dictamen, esta Comisión somete a consideración y aprobación del Pleno del Congreso el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO.- Por las razones expuestas, y una vez analizada la proposición con punto de acuerdo, esta comisión considera enviar un atento y respetuoso exhorto a la Secretaria de Salud en el Estado para que gestione ante la  Secretaria de Salud Federal se amplíe el presupuesto asignado al Seguro Popular; y de esta manera incrementar el numero de beneficiarios en el Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Salud de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Dip. Francisco Javier Z’Cruz Sánchez (Coordinador), Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero, Dip. José Luis Alcalá de la Peña, Dip. Jorge Arturo Rosales Saade González, Dip. Alfredo Garza Castillo.  

Comuníquese lo anterior al Pleno del Congreso del Estado de Coahuila para los efectos legales a que haya lugar; Saltillo, Coahuila, a  17 de mayo  de 2007. 

POR LA COMISIÓN DE SALUD. 

DIP. FRANCSICO JAVIER Z’CRUZ SANCHEZ

(Coordinador)

DIP. JUAN CARLOS AYUP GUERRERO

(Secretario)

DIP. JOSE LUIS ALCALA DE LA PEÑA

DIP. JORGE ARTURO ROSALES SAADE

DIP. ALFREDO GARZA CASTILLO

D I C T A M E N que presenta la Comisión de Salud de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila,  relativo a la proposición  con punto de acuerdo sobre “Exhorto al Secretario de Salud del Gobierno del Estado para que se impulse una campaña de circuncisión de recién nacidos, en los hospitales situados en el Estado, a fin de prevenir la difusión del Síndrome de inmunodeficiencia Adquirido” presentada por el Diputado José Luis Alcalá de la Peña, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

RESULTANDO:

PRIMERO.- Que con fecha 25 de abril del presente año, se recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso del Estado, la proposición con Punto de Acuerdo sobre Exhorto al Secretario de Salud del Gobierno del Estado para que se impulse una campaña de circuncisión de recién nacidos, en los hospitales situados en el Estado, a fin de prevenir la difusión del Síndrome de inmunodeficiencia Adquirido, solicitando que la Comisión de Salud del Congreso del Estado analice y dictamine considerando hacer una solicitud al Secretario de Salud del Gobierno del Estado, par que se impulse una campaña de circuncisión de recién nacidos, en los hospitales situados en el Estado, a fin de prevenir la difusión del Síndrome de inmonudeficiencia Adquirido (SIDA).

SEGUNDO.- Que la proposición con punto de acuerdo señalada, fue analizada en la sesión ordinaria del H. Pleno del Congreso del Estado celebrada el 24 de abril del presente año y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, se dispuso que dicha proposición con punto de acuerdo fuera turnada a la Comisión de Salud para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que en virtud de lo antes expuesto, esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, y conocer sobre los asuntos turnados por el Congreso del Estado según lo dispuesto por el artículo 112 ,132. 142 Y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.- Que esta comisión de Salud llevo a cabo una investigación sobre los posibles beneficios de practicar la circuncisión en recién nacidos: encontrando los siguientes:

1.- Previene las infecciones del tracto urinario en los infantes.

2.- Disminuye el riesgo de enfermedades transmitidas sexualmente.

TERCERO.- Esta comisión considera que practicar la circuncisión a recién nacidos podría ser un instrumento importante; toda vez que expertos e investigadores de la Organización Mundial de la Salud han determinado que la circuncisión podría combatir el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida. Los científicos indican que si todos los hombres se sometieran a la circuncisión en los próximos 10 años, se podrían evitar dos millones de nuevas infecciones y unas 300.000 muertes por el sida.
El Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH), que causa el sida, ha infectado a unos 40 millones de personas y se ha cobrado la vida de 25 millones de personas.

Por las consideraciones que anteceden y, para la atención del asunto a que se refiere este dictamen, esta Comisión somete a consideración y aprobación del Pleno del Congreso el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO.- Por las razones expuestas, y una vez analizada la proposición con punto de acuerdo, esta comisión estima conveniente solicitar al Secretario de Salud en el Estado para que tenga a bien analizar dicha proposición con punto de acuerdo para que en la medida de su competencia impulse una campaña de circuncisión de recién nacidos en los Centros Hospitalarios del  Estado de Coahuila.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Salud de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Dip. Francisco Javier Z’Cruz Sánchez (Coordinador), Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero, Dip. José Luis Alcalá de la Peña, Dip. Jorge Arturo Rosales Saade González, Dip. Alfredo Garza Castillo.  

Comuníquese lo anterior al Pleno del Congreso del Estado de Coahuila para los efectos legales a que haya lugar; Saltillo, Coahuila, a  17 de mayo  de 2007. 

POR LA COMISIÓN DE SALUD. 
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� Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia durarán en su encargo quince años, sólo podrán ser removidos del mismo en los términos del Título cuarto de esta constitución y, al vencimiento de su período tendrán derecho a un haber por retiro.


� Artículos 166 de la Constitución Política de Baja California Sur; 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila; y 158 de la Constitución Política del Estado de Hidalgo.








